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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta en forma subsidiaria por la defensa, contra el auto de fecha siete (7) de septiembre/07, por medio del cual se negó una nulidad.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que el día dieciocho (18) de Julio de 2007, a eso de las 15:00 horas aproximadamente, una llamada anónima alertó a las autoridades acerca de la negociación de una droga para esa fecha en el establecimiento de comercio “Emily” ubicado en el barrio Berlín de esta capital, por parte de varios individuos de quienes se ofreció su descripción, advirtiéndose que se iban a movilizar en un vehículo particular tipo campero y la droga sería llevada en un maletín. Montado el operativo con la aquiescencia del Fiscal de la URI, se logró la aprehensión de varias personas que efectivamente llegaron a ese lugar y en el momento indicado, entre ellos el aquí acusado OSPINA VALLEJO, persona que conducía el citado rodante e hizo entrega de la maleta contentiva del alcaloide.
Resultado de la operación, fue la incautación de dos bloques de cocaína, el primero con un peso neto de 980.9 grs. y el segundo con 979 grs. netos, respectivamente; los cuales arrojaron resultado positivo para cocaína en la prueba preliminar PIPH, corroborado posteriormente mediante informe de laboratorio.
1.2.- Ante el Juez de Control de Garantías se llevaron a cabo las audiencias preliminares de legalización de captura, imputación e imposición de medida de aseguramiento. Al indiciado se le imputó la comisión de un delito de Tráfico de estupefacientes a voces del artículo 376 inciso tercero del Código Penal, en condición de coautor y bajo la modalidad de “transportar”, cargo que NO ACEPTÓ.
1.3.- A consecuencia de esa no aceptación, la Fiscalía presentó el correspondiente escrito de acusación por medio del cual acusó formalmente a OSPINA VALLEJO con miras a la realización del juicio oral. 
1.4.- Llegado el instante de la audiencia de acusación en la cual se dio lectura al pliego de cargos y concedida la palabra a las partes para solicitar nulidades e impedimentos, el Defensor de confianza hizo uso de esa oportunidad para expresar que el trámite estaba viciado de nulidad desde la realización de la “audiencia” de identificación preliminar PIPH, por ausencia de un apoderado que representara los intereses del indiciado en esa diligencia. A su entender, eso hacía incluso inexistente ese acto y por lo mismo, se dio lugar a una violación de las garantías fundamentales al debido proceso y al derecho de defensa. La Fiscalía se opuso a esa pretensión, por considerar que al implicado se le dio a conocer su derecho a designar un abogado y no lo hizo; además, lo que ahora se debate ya había sido materia de análisis en la audiencia preliminar de legalización de captura y el Juez de Control le dio validez al procedimiento al declarar legal la aprehensión.
1.5.- La Jueza de conocimiento negó la nulidad con fundamento en: (i) la diligencia preliminar PIPH es un acto urgente en atención a la captura en flagrancia; (ii) se realiza de conformidad con los protocolos de la Fiscalía y con el control posterior del Juez; (iii) el artículo 78 de la Ley 30 de 1986 se debe entender derogado por la Ley 906 de 2004, en consideración a que ahora existe una reglamentación especial de la cadena de custodia; (iv) al indiciado desde el instante de su aprehensión se le dio a conocer el derecho que le asiste de nombrar un abogado desde la captura o desde la imputación; y (v) el Juez de Control ya hizo un pronunciamiento acerca de lo que ahora se invoca como causal de nulidad, situación que impide ahora volver sobre el mismo tema. 
1.6.- Inconforme el defensor con la determinación adoptada por la a quo interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación. Sustentó el primero en el sentido de que era inaudito que por el simple hecho de dársele a conocer a un indiciado el derecho que tiene a designar un apoderado, ya sea posible realizar la “audiencia” de PIPH sin contar con esa representación. Por demás, no es válido afirmar que el Juez de Control ya definió esta nulidad, porque ese funcionario no tiene competencia para hacer ningún pronunciamiento acerca de nulidades, quien posee esa facultad es el Juez de conocimiento como lo establece claramente la Ley 906 de 2004. Finalmente, que sabe del precedente de este Tribunal por medio de tutela respecto a la derogatoria del artículo 78 de la Ley 30 de 1986; empero, el asunto analizado por esta Sala de Decisión se refiere a un verdadero caso de “acto urgente”, en cambio, aquí no se está frente a esa situación como quiera que ya había mediado la intervención del Fiscal de la URI.
La funcionaria cognoscente se ratificó en su posición por considerar que de todas formas no era pertinente la presencia de un abogado en esa diligencia de identificación de la droga incautada y ello era suficiente para negar la reposición solicitada; en subsidio, concedió el recurso de apelación “en el efecto devolutivo”. Es esa la razón para que la carpeta y los registros se encuentra en esta Corporación a la espera de desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensor

Insistió el nuevo apoderado (en esta audiencia actuó otro defensor de confianza por cuanto quien se desempeñó en la primera instancia fue suspendido en su ejercicio a consecuencia de una sanción disciplinaria) en lo expresado por el mandatario que le precedió en el ejercicio de la función; muy específicamente, en cuanto a que la ausencia de un togado en la etapa preliminar, particularmente en la diligencia de identificación y pesaje de la sustancia, ocasiona el quebranto de las reglas del debido proceso y por ende del derecho de defensa. 
En ese sentido, considera que hay lugar a dar aplicación al artículo 457 del nuevo estatuto procesal penal, a efectos de declarar la invalidez de todo lo actuado desde el preciso instante en que se llevó a cabo esa diligencia preliminar PIPH.

Es del criterio, que en este caso particular no se presentaron los “actos urgentes” que justificaran ese proceder de la Policía Judicial sin la asistencia de un defensor para el indiciado, habida consideración a que esa actuación no se llevó a cabo en la cafetería en donde se produjo la captura, sino posteriormente en las dependencias de la URI pasadas cuatro horas de la aprehensión; es decir, con tiempo suficiente para que se acudiera a la defensoría pública que presta sus servicios en forma permanente.
A continuación, el profesional procede a dar lectura a buena parte de la Sentencia C-799 de 2005, por medio de la cual la Corte Constitucional declaró la exequibilidad condicionada del artículo 8º de la Ley 906 de 2004, con el fin de demostrar ante esta Corporación que el no haberse hecho presente un defensor en la diligencia preliminar de identificación y pesaje de la droga, dio lugar a la trasgresión al debido proceso y al derecho de defensa que ampara a toda persona privada de la libertad. 
2.2.- Procesado

Dijo que no observaba caso para poder ser acusado. No es culpable. No hay argumentos ni pruebas en su contra. Con respecto a lo que es tema materia de este recurso, insistió en que no fue asistido por un abogado en la ya citada diligencia.
2.3.- Fiscal
El órgano de la acusación también se sostiene en lo expresado en la primera instancia al momento de resolverse el recurso de reposición, y agrega:
Es importante tener en consideración el artículo 87 de la Ley 906 de 2004, cuando se refiere a que una vez cumplida la peritación y efectuada la cadena de custodia, hay lugar a la destrucción del material incautado, momento en el cual si hay lugar de contar con la presencia del Fiscal y del Ministerio Público; en consecuencia, se permite pensar que antes de esos momentos la asistencia de los funcionarios no es imperativa. 

El artículo 254 de la misma codificación nos habla de la forma como se preservan las condiciones de las evidencias físicas y los factores que se deben tener en consideración al momento de hacer la recolección. Por su parte el artículo 255 ibidem nos dice que la responsabilidad de la cadena de custodia la tiene el servidor público que entró en contacto los elementos materiales probatorios o la evidencia física. Esta persona en coordinación con el perito, rendirán el respectivo informe o certificación de acuerdo con lo que ordena el precepto 265 ejusdem.
La Defensa cuenta con la posibilidad de solicitar la exclusión de ese medio de prueba si lo considera ilegal, cuando ha sido recolectado sin el cumplimiento de los requisitos formales establecidos por la Ley 906 de 2004, lo cual indica que no carece de la posibilidad de oponerse a su incorporación en el juicio cuando se detecta alguna anormalidad sustancial. 
Recuerda también, que al decir de las normas procesales, la presencia del defensor sólo es obligatoria en las audiencias ante el Juez, no antes. Si se exigiera como impositiva en las diligencias preliminares, entonces también se tendría que hacer obligatoria en tantas otras actuaciones de la policía judicial, contrariando el espíritu del legislador en cuanto sólo previo esa necesidad en ciertas y precisas diligencias, como es el caso contenido en el artículo 249 del estatuto en tratándose de la obtención de muestra que involucren al imputado. 
De igual modo, hace hincapié en el contenido del artículo 267, en cuanto hace alusión a las facultades de quien aún no es imputado, entre ellas la posibilidad de asesorarse de un abogado si lo estima conveniente, quien tendrá la facultad de recolectar evidencias, lo mismo que acudir ante el Juez e Control de Garantías cuando considera que se le han afectado sus derechos fundamentales. 
Concluye su intervención con la petición de confirmarse el proveído de primera instancia, bajo el entendido de no ser aplicable el contenido del artículo 78 de la Ley 30 de 1986, por cuanto sólo tendría operatividad en los hechos ocurridos antes de entrar en vigencia la Ley 906 de 2004, que no es el caso que aquí nos ocupa.

2.4.- Ministerio Público

Por su parte, llama la atención acerca del contenido de los artículos 275, 276 y 277 N.C.P.P., acerca de lo que debe entenderse por elementos materiales probatorios y evidencias físicas, su legalización en el interior del proceso y la discusión que puede hacerse con respecto a su autenticidad. 
Hace énfasis en que esa discusión acerca de la legalidad y de la autenticidad, no se realiza en el instante de la recolección del medio probatorio, sino posteriormente ante un Juez de la República; siendo así, no tiene sentido la asistencia de un letrado en el momento de la recolección e identificación del material incautado, cuando actúa precisamente un perito en la materia, porque se trata de una labor eminentemente técnica que podrá ser objeto de confrontación posteriormente ante el Juez. Y precisamente por eso se le llama identificación preliminar, porque debe ser posteriormente corroborado en un laboratorio con todos los pormenores que la ciencia exige.
Entiende que la calidad de imputado no se debe entender referida únicamente al momento en el cual se le adjudica el cargo por primera vez a la persona comprometida, sino también al acto mismo de la aprehensión. Por tal motivo, pareciera tener razón al defensor recurrente. Sin embargo, es bien sabido que al indiciado se le deben poner de presentes las disposiciones que regulan sus derechos individuales, entre ellos el de nombrar un abogado que lo asista a partir de ese preciso instante. Pero se trata de un derecho del cual puede disponer, en cuanto está facultado para hacer esa designación o no hacerla, en forma similar al derecho que tiene todo ciudadano de votar o no votar que es una situación que queda a su libre determinación. 

Lo dicho encuentra su razón de ser, además, en el contenido de los artículos 118 y 119 de la Ley 906 de 2004, en los cuales halla la respuesta concreta al interrogante que plantea el recurso, toda vez que el interesado es libre de nombre o no a su apoderado, con mayor razón en un caso como el que nos convoca, en el cual se puede tener la certeza que los involucrados sí están en capacidad económica de nombrar a un profesional del derecho, sin que tenga cabida la intervención de la Defensoría Pública. En particular, la última norma citada nos habla que esa intervención de un abogado se hará desde la captura o desde la audiencia de imputación, razón por la cual entiende que esa o es disyuntiva, es decir, que si no se hace en el primer momento, puede hacerse en el segundo; pero en todo caso, deberá contar con esa asistencia, a más tardar, desde la primera audiencia ante el Juez. Por eso mismo, no encuentra ningún motivo de nulidad el hecho de haberse presentado un apoderado en las diligencias preliminares.
Pide que la decisión de la a quo sea confirmada por estar ajustada a derecho.
3.- La Decisión

Antes de entrar en materia, se dirá que el recurso debe entenderse concedido en el efecto suspensivo como lo manda el artículo 177 numeral 3º del Código de Procedimiento Penal de 2004, no en el devolutivo como fue concedido al momento de la audiencia pero debidamente corregido posteriormente en el acta respectiva; situación importante para el conteo de términos.
Se tiene competencia para conocer del recurso por haber sido interpuesto en el momento oportuno, por una parte legítimamente para hacerlo y previa una sustentación que ataca frontalmente la decisión adoptada por la funcionaria a quo.
El tema central de discusión está representado en la pretendida vulneración de los derechos al debido proceso y a la defensa técnica, por la no comparecencia de un apoderado que asistiera al indiciado desde el momento de su captura y en el preciso instante en que se realizó la diligencia preliminar de PIPH para constatar el peso y la clase de sustancia incautada. La pretensión va dirigida a aniquilar todo el procedimiento desde esa primigenia actuación de policía judicial, bajo el entendido que si esa diligencia -a la que se refiere el defensor con el término de “audiencia”- se elimina, entonces pierde su razón de ser todo lo demás, al quedar el proceso sin prueba sobre el peso y la calidad del objeto material del ilícito.
Se aduce, en esa dirección, que el acto se llevó a cabo en el presente caso con la presencia de un representante del Ministerio Público; empero, éste delegado no hizo respetar, como era su obligación, los derechos del capturado a ser asistido por un profesional del derecho, como lo mandan las disposiciones legales.
Nos corresponde decidir por consiguiente: (i) si una prueba preliminar de campo PIPH en la cual estuvo presente el indiciado y el agente del Ministerio Público, sin estar presente un defensor, carece de validez; y (ii) si esa situación tiene el poder de generar la anulación de todo el procedimiento. 
Es bien cierto y no se duda, que la persona capturada puede estar asistida de un defensor desde el mismo instante de su aprehensión o incluso desde antes. Así quedó establecido en la Sentencia C-799 de 2005, al declararse la exequibilidad condicionada del inciso primero del artículo 8º de la Ley 906 de 2004, cuando textualmente se dijo:
La correcta interpretación Constitucional del derecho de defensa implica que este no tiene un límite temporal.

(…)

En conclusión, no permitir que la persona ejerza su derecho de defensa desde que se inicia una investigación en su contra, tenga ésta el carácter de pre-procesal o procesal, es potenciar los poderes investigativos del Estado sin razón Constitucional alguna en desmedro del derecho de defensa de la persona investigada.

(…)

[el] mismo Código de Procedimiento Penal -ley 906 de 2004- establece la posibilidad de activar el derecho de defensa y varios de los derechos que lo componen, en cabeza de una persona y antes de que esta adquiera la condición de imputado. Al respecto se puede observar el artículo 282:  

(…)

De esta forma, y efectuando una interpretación sistemática, se evidencia que la misma ley 906 de 2004 otorga derechos que permiten la activación del derecho de defensa, en cabeza de una persona que aún no siendo imputado se le debe reconocer el derecho a guardar silencio, el derecho a no autoincriminarse, el derecho a declarar en presencia de un abogado, entre otros.  Por consiguiente, el propio Código señala las causas y la oportunidad para ejercer el derecho de defensa en las distintas etapas del proceso.

En este orden de ideas, la correcta interpretación del derecho de defensa implica que se puede ejercer desde antes de la imputación. Así lo establece el propio Código por ejemplo desde la captura o inclusive antes, cuando el investigado  tiene conocimiento de que es un presunto implicado en los hechos. 

La Corporación comprende en toda su extensión la preocupación que anima a la defensa, en cuanto extraña que en el actual procedimiento ya no se haga lo que solía hacerse de antaño bajo las luces de la Ley 600 de 2000 y muy específicamente al amparo de lo ordenado por el artículo 78 de la Ley 30 de 1986.

Y no es para menos, porque una cosa es lo que se cree debería ser o seguir siendo, y otra lo que realmente es, bajo el supuesto que la declaración de invalidez de un acto no depende tanto o no sólo, de las condiciones óptimas en las que consideremos se debe desarrollar un acto de investigación, sino del cumplimiento o incumplimiento de los requisitos legales para que adquiera vida jurídica.

En ese sentido, el Tribunal considera que asiste razón a quienes pregonan que la identificación preliminar de la sustancia estupefaciente, es un acto urgente que se encuentra a cargo de la policía judicial al tenor de lo establecido en el artículo 205 de la Ley 906 de 2004; siendo así, es una autoridad con ese rango a quien se asigna el deber de realizar una verificación técnica y no requiere tener presente a un delegado de la Fiscalía para proceder de esa manera. Funcionario que cumplirá el cometido previa información efectiva al Ministerio Público y la consiguiente remisión de lo actuado al Fiscal dentro de los imperiosos términos que establece la ley para que fije el programa metodológico. De igual modo, para proyectar la ulterior participación de ese agente de policía judicial como referente directo de la legalidad del procedimiento, sin obviar por supuesto la cadena de custodia.

La única normatividad que nos permitiría exigir la presencia del Fiscal, del Ministerio Público y de defensor del indiciado en ese acto, sería la reglamentación que en tal sentido establece la Ley 30 de 1986, concretamente su artículo 78; sin embargo, este estatuto, que es anterior a la Constitución y por supuesto a la Reforma que dio vida al Sistema Acusatorio, debe entenderse derogado por las reglas que orientan la Ley 906 de 2004, porque entre otras cosas, como tuvo ocasión de referirlo el Tribunal de Medellín en decisión del doce (12) de mayo de 2006, ni siquiera es pertinente la presencia del indiciado para refrendar esos actos preliminares, menos en consecuencia que se llame a un apoderado para cumplir con tal propósito, porque se entiende que existe una restricción absoluta a la autoincriminación y el indiciado no debería entrar a respaldar con su firma lo acaecido si se tiene claro que la prueba de cargo corre única y exclusivamente por cuenta de la Fiscalía.
Para intentar soslayar esta realidad, la defensa hace uso de varias estrategias argumentativas, en su orden:

· Que se trata de una AUDIENCIA preliminar anticipada, por haber sido realizada con la presencia del Ministerio Público y que como tal, debía haberse hecho con la asistencia del Juez de Conocimiento -sic- (entiéndase Juez de control de garantías, según las voces del artículo 284 del C.P.P.). El Tribunal considera que ni es AUDIENCIA, ni debe practicarse por un Juez, ni se convierte en tal por el simple hecho de hacer presencia en ella el Ministerio Público. Y no tiene la categoría de “audiencia”, porque de lo que se trata es simple y llanamente de una DILIGENCIA preliminar de campo realizada en forma autónoma por la Policía Judicial, como tantas otras de verificación.  

· Que aquí no se trató de un ACTO URGENTE, por el hecho de que ya había intervenido el Fiscal de la URI y esto indicaba que el procedimiento se desarrolló a consecuencia de un programa metodológico que incluyó un seguimiento personal. Eso no lo discute el Tribunal, pudo ser así, pero que haya sido de esa manera no le resta a la diligencia de identificación preliminar PIPH su carácter de urgente, dado que esa premura no depende de la presencia o no de un fiscal, tampoco de la existencia o no de un programa metodológico previo, sino de la necesidad de adelantar prontamente la identificación del objeto material cuando existe persona privada de la libertad, porque se requiere en el acto verificar si lo incautado efectivamente corresponde a sustancia estupefaciente, pues de lo contrario la aprehensión no estaría legitimada.
· Que de todas formas, se debe seguir respetando el artículo 305 de la Ley 600 de 2000, cuando establece que “se consideran inexistentes para todos los efectos procesales, las diligencias practicadas con la asistencia e intervención del procesado sin la de su defensor”; en consecuencia, si ese acto de identificación preliminar de la sustancia estuvo presente el señor FRANCISCO OSPINA y no contó con abogado, la diligencia ni siquiera es nula sino INEXISTENTE. La Sala también se aparta respetuosamente de esa consideración, porque como bien lo dejó en claro la jurisprudencia nacional al analizar ese dispositivo: “Es indudable para la Corte que ‘las diligencias’ a las cuales se refiere el precepto son exclusivamente las que realiza el funcionario judicial (juez o fiscal) como la versión, la indagatoria y el reconocimiento en fila de personas. Es decir, las de carácter judicial. Y el dictamen pericial no lo es (…) Ahora bien, si el perito no es un funcionario judicial sino un órgano de prueba que no adopta dentro del proceso ninguna decisión y le está prohibido emitir juicios de responsabilidad penal, no es aceptable el planteamiento de que cuando para la rendición del dictamen que se le solicita se hace necesaria la participación del procesado, éste debe encontrarse acompañado de su defensor”
   
Observemos, que la identificación de la droga es un acto complejo por cuanto no se compone sólo de esa verificación preliminar de campo. Precisamente, ese resultado se corrobora o complementa con el experticio toxicológico del laboratorio químico, sin que sea válido pensar que como en éste tampoco está presente el apoderado, entonces también es inexistente.
No se trata de establecer si el anterior procedimiento de la Ley 600 de 2000 con la aplicación sucedánea del artículo 78 de la Ley 30 de 1986 era o no más garantista que el actual, sencillamente son esquemas diferentes y en ambos la defensa conserva la posibilidad de confrontar los resultados. Es así, porque en uno y en otro existe la opción de oponerse a lo verificado por medio de otras probanzas; para ello es factible controvertir la cadena de custodia y existe la llamada “contramuestra”, por si de considerarse indispensable se efectúe por la defensa un peritazgo independiente sobre el material objeto de incautación.
Precisamente en lo que tiene que ver con la cadena de custodia, tema que también aborda la defensa en pro de su postura, hay que recordar que el capítulo pertinente (arts.  254-266 C.P.P.) por parte alguna exige la presencia del indiciado, de su defensor o del agente del Ministerio Público como intervinientes, salvo para el evento de la destrucción del objeto material del delito consagrado en el canon 87 ley 906 de 2004, situación que se efectúa “una vez cumplidas las previsiones de este código para la cadena de custodia y establecida su ilegitimidad por informe del perito oficial”; todo lo cual se cumple por la Policía Judicial y ahí sí con presencia del Fiscal.

Por su parte, la Resolución N° 0-6394 de diciembre 22 de 2004 del señor Fiscal General de la Nación, “Por medio de la cual se adopta el manual de procedimientos del sistema de cadena de custodia para el sistema penal acusatorio”, modificado por la Resolución N° 2770 de junio 30 de 2005, si bien es cierto que menciona la ley 30 de 1986, ello se hace de modo expreso como “marco normativo” para su adecuado manejo por los encargados de darle cumplimiento. Así es porque la citada resolución nos dice en su numeral 3°: “Marco normativo. Para la ejecución del proceso y los procedimientos contenidos en este manual, debe observarse la siguiente normatividad: Constitución Política de Colombia artículos: 15, 29, 209, 228, 249, 250, 251 y 253 (con las modificaciones introducidas por el Acto Legislativo 3 de diciembre de 2002). Ley 30 de 1986, por la cual se adopta el Estatuto Nacional de Estupefacientes y se dictan otras disposiciones (…)”. Y hay lugar a recordar que precisamente ese Manual: “es una herramienta para estandarizar los procedimientos del sistema de cadena de custodia y material de consulta para quienes tienen la responsabilidad de dirigir, ejecutar y controlar el sistema, mediante el manejo adecuado de los elementos materiales de prueba o evidencias, dentro del proceso penal” (cfr. Resolución N° 0-6394). 
Con el Manual, no se pretende reglamentar en modo alguno la Ley 30 de 1986 para darle cabida en el nuevo sistema, porque entre cosas no puede hacerse mediante una Resolución. Lo que allí se hace, no es otra cosa que tomarla en consideración como marco obligado de referencia para fijar las reglas de la cadena de custodia. Es decir, una cuestión eminentemente técnica, que no intenta traspolar al actual sistema acusatorio el esquema de permanencia de la prueba ya superado y que tenía sus propias exigencias de validez de la prueba preprocesal.
En conclusión: la labor realizada por la policía judicial en cuanto a la recolección, pesaje, identificación, embalaje, rotulación y sometimiento a cadena de custodia del material alucinógeno incautado, estuvo ceñida a la normatividad vigente. 
Así las cosas, esta Sala de Decisión comparte lo expuesto en audiencia tanto por la delegada Fiscal como por el representante del Ministerio Público, en consecuencia, se dará confirmación al auto impugnado.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA la decisión adoptada por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta capital objeto de apelación subsidiaria.
La decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

            LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 
� C.S.J., Casación Penal del 18 de Julio de 2001, Rad. 12.639, M.P. Carlos Eduardo Mejía Escobar.
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